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La vida política 


Alejandro San Francisco 


La génesis del movimiento juntista 


La presencia de las fuerzas napoleónicas en España en 1808, el cautiverio posterior del rey 
Fernando VII y su reemplazo por el hermano de Napoleón, José Bonaparte, fueron factores 
decisivos en el cambio político que se produjo no sólo en la península Ibérica, sino también en 
sus dominios americanos. 

La «eclosión juntista», como la ha llamado Manuel Chust, estalló en diferentes zonas del 
continente americano y tuvo amplias consecuencias, que en el caso chileno culminaron en la 
jornada del 18 de septiembre de 1810, si bien el movimiento político había comenzado a 
desarrollarse un par de años antes. 

El gobierno de Francisco Antonio García Carrasco (1808-1810) surgió en medio de las 
dificultades y no logró mejorar su situación en los años siguientes. De hecho, la sucesión en el 
gobierno produjo una disputa entre el propio García Carrasco, quien fundaba su derecho al cargo 
por su antigüedad militar, mientras la audiencia reclamaba el cargo de gobernador para su 
regente. Aunque finalmente se impuso García Carrasco, su mandato fue problemático. Era un 
militar más bien rústico, ajeno a la aristocracia dominante y que alteró las costumbres de su 
antecesor, Luis Muñoz de Guzmán (1802-1808), quien solía organizar fiestas y reuniones con el 
sector dirigente. El gobernador se vio implicado en el asunto del Scorpion, una fragata que, con 
el pretexto de cazar ballenas, se dedicaba al contrabando de productos ingleses, lo cual 
contribuyó a minar su prestigio. 

La posición generalizada de los chilenos ante la monarquía fue en principio de clara fidelidad. 
Cuando llegaron las noticias a mediados de 1808, tanto de la exaltación de Fernando VII al 
gobierno como de su destitución por parte de Napoleón, hubo sentimientos de lealtad, pero 
también una preocupación política, en la sociedad capitalina y especialmente en el cabildo. 
Como consecuencia surgieron brotes ideológicos de emancipación, lo que llevó a Ignacio Torres 
a redactar sus «Advertencias precautorias a los habitantes de Chile, excitándolos a conservar su 
lealtad en defensa de la religión, del rey y de la patria, sin escuchar a los sediciosos que sugieren 
ideas revolucionarias con motivo de los últimos sucesos de España». El 25 de septiembre de 
1808 Santiago juró fidelidad al rey cautivo. 

A juicio de algunos contemporáneos hubo intentos de rebelión que involucraron a miembros 
de la sociedad chilena de entonces: Juan Antonio Ovalle, José Antonio de Rojas y Bernardo de 
Vera y Pintado, denunciados como independentistas. Después de un juicio en el que alegaron su 
inocencia, fueron apresados por García Carrasco, lo que fue considerado una arbitrariedad. 
Ovalle resumió su posición, para no dejar lugar a dudas sobre sus verdaderas convicciones 
políticas: 


¿Qué se entiende por independencia? ¿El separamiento [sic] de la metrópoli?; esto no es 
lícito y siempre se me ha oído decir y probar que no hay derecho para ello con su dinero y 
su gente [...]. Ahora pues si (lo que Dios no quiera) conquistaran los franceses la España, 
¿deberíamos estar dependientes de ella? El que dijese que sí merecería la horca, y lo mismo 
quien diga que debemos sujetarnos a los ingleses: luego la independencia de estos es 


necesaria y justísima. 


La actividad política del reino de Chile continuó con intensidad y con una creciente 
participación, entre 1808 y 1810, por los sucesos de España y la nueva organización que tenía 
lugar aun en medio de las dificultades. Así, entre el Consejo de Regencia y las juntas de 
gobierno, resurgió en Chile la idea de formar un gobierno propio, de acuerdo con las doctrinas de 
los españoles que igualaban los derechos peninsulares con los de las tierras ultramarinas: «Desde 
el principio de la revolución —decía el Consejo de Regencia— declaró la patria esos dominios 
parte integrante y esencial de la monarquía española. Como tal le corresponden los mismos 
derechos y prerrogativas», considerándolos hombres libres, los americanos podían elegir sus 
propios diputados a la Cortes. 

Ante esta situación cobró mayor fuerza la idea de una Junta de Gobierno chilena, según 
planteaban documentos como el Diálogo de los porteros (que se atribuye a Manuel de Salas) y el 
Catecismo político cristiano (firmado por José Amor de la Patria, pero cuyo autor es 
probablemente Jaime de Zudáñez, originario de Charcas, aunque otros hablan de la paternidad de 
Bernardo de Vera y Pintado sobre el texto), representantes del «doctrinarismo político de 1810», 
en palabras de Jaime Eyzaguirre. Ellos se encargaron de explicar los acontecimientos con 
argumentos hispanos contenidos en las Siete Partidas, el iusnaturalismo y la escolástica. 
Destacaban el vínculo que unía a cada uno de los reinos con la Corona de Castilla, así como la 
doctrina tradicional del poder, según la cual toda autoridad proviene de Dios a través del pueblo; 
en consecuencia, ante la ausencia de rey el poder volvía al pueblo, que debía procurar una 
solución a través de los principales hombres de la ciudad o el reino, según disponía la Partida 
segunda de Alfonso X el Sabio. 

Así se llegó al mes clave, septiembre de 1810. La situación política interna había 
experimentado un cambio importante cuando García Carrasco fue reemplazado como gobernador 
por el octogenario Mateo de Toro y Zambrano, conde de la Conquista. Entre tanto se produjo, 
como destaca Jocelyn-Holt, una lucha «por ganar la limitada opinión pública de Santiago». 
Desde el Río de la Plata el virrey manifestó su preocupación por el ambiente político de Chile: 
«Noticias fidedignas con que me hallo, me aseguran de los partidos en que se encuentra dividido 
ese vecindario, opinando uno por la independencia, otro por sujetarse a dominio extranjero y 
todos dirigidos a sustraerse de la dominación de nuestro augusto soberano el señor don Fernando 
VID». 

En 1810 todavía primaba la fidelidad hacia la monarquía por parte de los criollos, quienes no 
pensaban en la autonomía de su gobierno y menos en la independencia del reino. Sin embargo, 
hacia mediados de año comenzaron a surgir posturas contradictorias, fundamentalmente en 
relación a la formación de un gobierno propio mientras durara el cautiverio de Fernando VII. 
Algunos estamentos promovían el reconocimiento al Consejo de Regencia —la Real Audiencia, 
algunos miembros de la jerarquía eclesiástica y los españoles de nacimiento—: los criollos más 
destacados apostaban por el reconocimiento de esa instancia sin prestar juramento; otros eran 
partidarios de formar una Junta de Gobierno. El núcleo donde estos ideales cobraron mayor 
fuerza fue el cabildo de Santiago, que fue el escenario en el que germinaron las nuevas ideas y 
donde se procuró imitar a las juntas provinciales establecidas en la Península y en Buenos Aires. 

El documento doctrinario más importante de esos días fue el mencionado Catecismo político 
cristiano, que resume los ideales de un sector de la escasa opinión pública que comenzaba a 
perfilarse en la capital. Reconocía la existencia de diversas formas de gobierno, la monarquía (y 


el despotismo, su antónimo) y la república, que podía asumir dos variantes: una aristocrática y 
otra democrática. Es interesante destacar que la república aparece como la fórmula preferida, 
pues ahí «el pueblo es Soberano, el pueblo es Rey, y todo lo que hace, lo hace en su beneficio, 
utilidad, y conveniencia». 

En teoría, el Catecismo abogaba por una doctrina tradicional del origen del poder, y respondía 
que, en ausencia de rey, por muerte o cautiverio, «la autoridad vuelve al pueblo de donde salió 
[...] y el pueblo es el único que tiene autoridad para nombrar o instituir un nuevo Rey, o para 
darse la forma de gobierno que mejor le acomode a su prosperidad». Éste era el fundamento 
comentado por entonces en Santiago, que planteaba la necesidad de convocar un cabildo abierto 
que zanjara la cuestión. 

La llamada a los líderes del nuevo ideario tuvo lugar el 18 de septiembre de 1810, en la sede 
del Tribunal del Consulado, donde fueron invitadas unas cuatrocientas personas. Una severa 
vigilancia prohibía estrictamente que ninguna persona «se introdujese a ella sin manifestar la 
esquela del convite». El objetivo era controlar el proceso de principio a fin, no tener sorpresas 
desagradables y avanzar, efectivamente, a la formación de la Junta de Gobierno capitalina. 

El procurador del cabildo, José Miguel Infante, explicó la causa de la reunión, pero 
previamente advirtió a todos los presentes que «cada día se aumentaba más el odio y aversión 
entre ambas facciones» que disputaban el apoyo local y la imposición de sus convicciones «hasta 
el exterminio de una u otra». Continuó exponiendo, invocando las Siete Partidas, que «en un 
caso como el presente de estar cautivo el soberano y no habiendo nombrado antes regente del 
reino, previene la ley 3*, título 15, Partida segunda, que se establezca una junta de gobierno, 
nombrándose los vocales que deban componerla “por los mayorales del reino, así como los 
prelados, e ricos homes, e los otros homes buenos y honrados de las villas”». Era el mismo 
criterio que había permitido a los peninsulares organizar sus propias juntas y el Consejo de 
Regencia. 

El resultado de todo este proceso fue la constitución de una nueva autoridad política para el 
reino. 

Efectivamente, el 18 de septiembre se formó una Junta de Gobierno presidida por el propio 
gobernador, el conde de la Conquista, Mateo de Toro y Zambrano. La junta estaba integrada 
además por José Martínez de Aldunate, obispo electo de Santiago, como vicepresidente, y los 
vocales Fernando Márquez de la Plata, Juan Martínez de Rozas e Ignacio de la Carrera. A ellos 
se sumaron después otros dos, Francisco Javier Reyna y Juan Enrique Rosales. Como secretarios 
fueron designados José Gaspar Marín y José Gregorio Argomedo. 

El juramento de rigor es ilustrativo del sentido original de la junta: «¿Jura Vd. defender la 
patria hasta derramar la última gota de sangre para conservarla ilesa, hasta depositarla en manos 
del señor don Fernando VII, nuestro soberano, o de su legítimo sucesor; conservar y guardar 
nuestra religión y leyes; hacer justicia y reconocer al Supremo Consejo de Regencia como 
representante de la majestad real?». «Sí, juro», era la respuesta. El mismo principio se reiteraba 
en el documento oficial de la reunión: el juramento implicaba «defender el reino hasta con la 
última gota de sangre, conservarlo al señor Fernando VID». 

En todas partes del país hubo una muy buena recepción, con la excepción de Chiloé, adonde 
aparentemente nadie fue a explicar la situación y cuyo gobernador, Quintanilla, dependiente de 
Lima, no tenía interés alguno en la formación de la junta. En algunos lugares hubo fiestas que 
celebraban el primer gobierno nacional. Era un momento crucial donde se mezclaba la presencia 
de la tradición con las manifestaciones de reforma, según ha precisado Sergio Villalobos. 


Comenzaba una nueva etapa, lo que Simon Collier llamó «el cambio más cataclísmico» de la 
historia de Chile. 


La Patria Vieja 


Si la jornada del 18 de septiembre tuvo un marcado acento de fidelidad a la Corona, tanto en los 
principios como en la renovación de la lealtad al monarca cautivo, casi inmediatamente los 
hechos tomaron un rumbo diferente y se inició el proceso revolucionario que, como ha destacado 
Francois-Xavier Guerra, significó una profunda transformación política y cultural: «Un nuevo 
vocabulario político y nuevas maneras de pensar al hombre, la sociedad, la autoridad, el 
gobierno, los valores». 

Pronto comenzaron los cambios, y en materia política el más relevante fue la formación de un 
Congreso Nacional, de 36 miembros, mediante las primeras elecciones de la historia chilena de 
acuerdo con las nuevas ideas independentistas. Es interesante destacar dos aspectos importantes 
de estos comicios. En primer lugar, el coronel español Tomás de Figueroa intentó detener el 
curso de los acontecimientos en la capital, con un motín finalmente sofocado por los criollos, 
pero que ilustra la división de pensamientos y acciones vigentes todavía en Chile a comienzos de 
1811. Figueroa fue fusilado de inmediato, lo que también reprimió la participación de la Real 
Audiencia. En segundo término y debido al éxito de las elecciones, el 4 de julio del mismo año 
se formó el Primer Congreso Nacional, fecha significativa por su evidente relación con la fecha 
de la independencia norteamericana, cuyos ideales comenzaban a influir en los sectores 
dirigentes criollos. 

En esa ocasión, fray Camilo Henríquez, llamado a tener una destacada labor en la difusión de 
las nuevas ideas, pronunció un sermón en el que hacía hincapié en los principios de la religión 
que en política autorizan al Congreso Nacional a sancionar una Constitución. Declaró que la 
nación tiene derechos para procurar una Constitución que asegure la libertad y la felicidad y 
recordó los deberes recíprocos entre los individuos y el Congreso, sin cuyo cumplimiento no es 
posible alcanzar la libertad y la felicidad públicas. Juan Martínez de Rozas, por su parte, también 
dirigió unas palabras en las que resumía las virtudes que debían tener los congresistas: «Procurad 
ser tales que la posteridad os bendiga; aspirad a que las naciones os citen más bien como 
honrados que como sabios; abrazad con celo los negocios más espinosos, seguidlos con 
asiduidad y constancia, conducidlos a su fin sin salir de vuestra tranquilidad; haced el bien y 
limitad vuestras miras a la dulce satisfacción de haber obrado bien; inmolaos generosamente a 
vuestra patria y ocultadle con destreza los servicios que la hacéis». 

El desarrollo de esta nueva forma de gobierno se vio bruscamente interrumpido por el curso de 
los acontecimientos, por la irrupción en la escena política de José Miguel Carrera. Éste se 
encontraba en España durante la invasión napoleónica y había luchado por el rey contra los 
franceses. En julio de 1811, cinco años después, en un nuevo escenario político, regresó a su 
país. Una vez en Chile tomó partido por el sector más exaltado y distante de los moderados, por 
cuanto quería reformas más radicales y, por cierto, liderarlas, como lo hizo en sendos golpes de 
Estado en septiembre y diciembre del mismo año. Con ello cambió la situación: a fines de 1811 
Chile tenía un líder dispuesto a independizar al país, así como a formar instituciones liberales. 
Mientras duró la supremacía de los hermanos Carrera, el país experimentó un proceso de 
notables transformaciones: la creación de una bandera chilena, libertad de vientres, imprenta, 


prensa periódica, el Reglamento Constitucional de 1812. Surgieron asimismo un estilo político 
más caudillista/personalista y una forma de actuación destinada a tener una presencia importante 
aunque intermitente en la historia nacional: los golpes de Estado apoyados por la fuerza militar. 
El predominio de Carrera se extendería durante prácticamente todo el periodo, aunque luego 
tendría que compartir prestigio y responsabilidades con Bernardo O” Higgins. 

Uno de los factores más importantes en estos cuatro años fue el surgimiento de la prensa 
chilena. No es que la prensa provocara la revolución, sino que la imprenta se transformó después 
de los primeros distanciamientos entre España y sus dominios: se convirtió en herramienta para 
comunicar y legitimar la opinión pública y la revolución desde la nueva tribuna cultural. El 
primer periódico fue la Aurora de Chile, dirigido por fray Camilo Henríquez, uno de los 
principales difusores de los ideales revolucionarios: «Está ya en nuestro poder, el grande, el 
precioso instrumento de la Ilustración universal, la Imprenta», según proclamó en el primer 
ejemplar de la nueva publicación. Luego ese medio fue reemplazado por El Monitor Araucano, 
cuyo nombre ilustra el valor que se asignó en esta etapa a la raza mapuche; en sus páginas se 
publicó un interesante «Catecismo de los patriotas», en el que se clarificaba la existencia de una 
doble libertad: la nacional, es decir la independencia respecto de otras potencias, y la civil, que 
consistía en la igualdad ante la ley y la observancia de los derechos del ciudadano. Finalmente, 
Antonio José de Irisarri, otra de las plumas rebeldes, creó el Semanario Republicano, nacido para 
«difundir por todos los pueblos que componen el Estado chileno las ideas liberales, los 
conocimientos útiles y el odio a la tiranía» y que llamaba a dejar atrás cualquier hipocresía y 
pedía la inmediata independencia del país. 

La prensa desempeñaba funciones múltiples. Era la expresión de la naciente opinión pública 
chilena, promovía ideales y nuevos conceptos que favorecían el establecimiento de una 
república, muchas veces aceleraban el proceso con su diatriba, reproducía algunos documentos 
de gobierno y tenía también una función simbólica presente tanto en sus títulos como en sus 
numerosos y apasionados artículos. Si se revisa el contenido, lleno de información sobre las 
formas de gobierno y los derechos de las personas, se advierte la inmensa importancia de la 
pedagogía cívica presente entre sus tareas fundamentales. La misma idea de libertad de imprenta 
era un claro reflejo de que Chile había llegado a un nuevo momento histórico que era necesario 
vivir con intensidad y aprovechar para el futuro. 

Entre los aspectos más ilustrativos del pensamiento político que se desarrolló en esos años 
destaca especialmente un claro discurso contrario a los tres siglos de dominio español en 
América y Chile. El sesgo era abiertamente negativo, al denunciar los siglos de oscuridad, 
ignorancia, ausencia de libertad y explotación. La cara contraria de todo eso había aparecido 
precisamente en 1810, cuando se inauguró una nueva era que estaría marcada por el dominio de 
las luces, la libertad, la conciencia de los derechos y el camino hacia la formación de una 
república. A ello corresponde asociar un discurso que va dejando atrás progresivamente la 
monarquía, en la medida que la república corresponde al gobierno libre, con participación de los 
ciudadanos, donde todos son responsables del éxito de la sociedad, para lo cual es necesario 
desarrollar las virtudes propias de ese régimen. 

Otra de las novedades del periodo se produjo en el ámbito legislativo, al aprobarse el 
Reglamento Constitucional Provisorio de 1812. Si bien el texto reconoce los desgraciados 
sucesos que afectaban a la monarquía y conserva una retórica de fidelidad al rey cautivo, en la 
práctica marca un quebrantamiento desde el punto de vista de la continuidad política existente 
hasta entonces, por sus claros rasgos autonomistas. Así, por ejemplo, establece que «la religión 


católica apostólica es y será siempre la de Chile» (omite, significativamente, el término 
«romana»). En materias de gobierno señala que «su Rey es Fernando VII, que aceptará nuestra 
Constitución en el modo mismo que la de la Península. En su nombre gobernará la Junta 
Superior Gubernativa establecida en la capital». Para mayor abundamiento, otro artículo del 
reglamento precisa que «ningún decreto, providencia u orden, que emane de cualquiera autoridad 
o tribunales de fuera del territorio de Chile, tendrá efecto alguno; y los que intentaren darles 
valor, serán castigados como reos de estado». 

Además de la sanción de una Constitución, el periodo fue fecundo en la creación de 
instituciones propiamente nacionales y de símbolos que procuraban ser la manifestación externa 
de la nación que comenzaba a organizarse. En lo que se ha llamado la «revolución simbólica», 
surgieron los primeros emblemas, tales como el escudo nacional y una bandera chilena (con tres 
franjas horizontales, azul, blanca y amarilla), ambos de 1812. Es interesante apreciar que en los 
dos emblemas aparecía la figura de un indígena, que ilustraría sobre el esfuerzo nacional por 
identificarse con los habitantes del continente antes de la llegada española; sin embargo otros 
estudios señalan que la figura en realidad correspondería a la de un soldado romano. El escudo 
también tenía una frase elocuente con relación a la interpretación del momento histórico que se 
vivía: «Post tenebras lux», es decir, «la luz después de las tinieblas». Más adelante ambos 
símbolos experimentarían transformaciones, pero conservarían su motivación inicial de 
representaciones de la nacionalidad. 

Algo parecido sucedía en el plano de las fiestas cívicas, y ya en 1812 los chilenos decidieron 
conmemorar el 18 de septiembre en los salones del Palacio de La Moneda. Como narra el realista 
Manuel Antonio Talavera, la reunión fue convocada en Santiago para el 30 de septiembre de 
1812, «donde debe el digno vecindario chileno sensibilizar sus transportes por la libertad de la 
Patria». El baile comenzó a las 20.00 y se alargó «toda la noche hasta las 6 de la mañana 
siguiente», aunque la asistencia fue menor de la esperada. El lugar estaba decorado para la 
ocasión con interesantes referencias: «Aurora libertatis chilensis», decía una inscripción, 
mientras en la parte inferior de ella se leía «Umbris et nocti, lux et libertas succedunt». A ello se 
añadían imágenes de figuras indígenas, mientras que los lienzos contaban con iluminación 
interior para que destacaran más las leyendas. 

En esta época se crearon también algunas instituciones relevantes, como el Instituto Nacional 
(1813), cuyo fin era «dar a la Patria ciudadanos que la dirijan, la defiendan, la hagan florecer y le 
den honor». Ahí se formarían el sector dirigente nacional y la gran mayoría de los gobernantes 
de la historia de Chile. En los primeros años se pensaba en la necesidad de integrar a estudiantes 
araucanos y de reproducir la iniciativa en otras ciudades del país: en todos esos casos el telón de 
fondo era la ilustración que debía tener el país en su nueva etapa republicana. Otra creación del 
periodo fue la Biblioteca Nacional, cuya colección se constituyó con los libros de la Universidad 
de San Felipe, como también se abrió «una suscripción patriótica de libros», que fue reconocida 
como manifestación de «los beneficios que los presentes chilenos hacen a las generaciones 
futuras». 

El periodo de la llamada Patria Vieja tiene un significado histórico indudable. Fue entonces 
cuando comenzó la definición de la nacionalidad, por ejemplo a través de la creación de las 
instituciones mencionadas y de algunos simbolismos que resultaron ser decisivos, tales como la 
idealización de Arauco y los araucanos, sinónimos de los chilenos que precedieron la llegada de 
los españoles al continente; se estimuló un cierto sentimiento antiespañol, principalmente a 
través de la prensa, que ponía el acento en el retraso en que parecía estar el país después de tres 


siglos de monarquía; surgió una primera conciencia de chilenidad, en el seno de algunas élites en 
una primera etapa, reflejado en los primeros emblemas y las instituciones (esto complementaba 
el patriotismo incipiente del siglo anterior). También surgieron divisiones intestinas que 
perdurarían en los años siguientes: entre criollos españoles, o”higginistas y carrerinos, entre 
Santiago y Concepción (o las provincias, en sentido más amplio). 

Esas manifestaciones de autonomía, si es que no de independencia, generaron una reacción 
por parte de las autoridades monárquicas, celosas de las pérdidas que comenzaban a sufrir en el 
continente americano y también deseosas de obtener reparaciones e incluso venganza por la falta 
de fidelidad de los antiguos súbditos en momentos de crisis de la Corona. El virrey del Perú, 
Fernando de Abascal, preocupado por el rumbo que tomaban los acontecimientos, resolvió poner 
en marcha un plan de reconquista militar, destinado a recuperar los territorios chilenos. La 
primera medida, a comienzos de 1813, fue el envío a Chile del brigadier Antonio Pareja, quien 
logró formar un ejército de más de dos mil hombres, entre soldados y voluntarios chilotes y 
valdivianos. El primer enfrentamiento en Yerbas Buenas significó un revés para los realistas, 
aunque luego se repusieron y lograron incrementar en un número importante la fuerza militar, 
que disminuyó por los altibajos de la campaña y las deserciones. Pareja falleció de una 
enfermedad y lo reemplazó Juan Francisco Sánchez, sin lograr la victoria sobre los criollos. En 
octubre de 1813 tuvo lugar la batalla de El Roble, en la que comenzó a destacar militarmente 
Bernardo O*Higgins. 

Si bien la Junta de Gobierno estaba integrada por José Miguel Infante, Agustín de Eyzaguirre 
y el sacerdote José Ignacio Cienfuegos, lo cierto es que Carrera era la figura fundamental del 
gobierno, aunque se encontraba en la guerra del sur. A comienzos de 1814 los realistas vencieron 
en Cancha Rayada, y el propio José Miguel fue detenido junto a su hermano Luis. El resultado 
fue un cambio de autoridades en la capital (asumieron, sucesivamente, Antonio José de Irisarri y 
Francisco de la Lastra). Por su parte, el brigadier Gabino Gaínza asumió la dirección general de 
los realistas tras la muerte de Pareja. 

En este nuevo escenario se produjo una negociación entre los contendientes, que culminó con 
el Tratado de Lircay, fórmula mixta que no satisfacía ni a quienes anhelaban restaurar la 
monarquía ni a quienes avanzaban ideales de independencia política. El rechazo chileno se 
materializó en un nuevo golpe de Carrera en julio de 1814 (poco antes se había fugado de su 
cautiverio), quien asumió el poder en una nueva Junta de Gobierno rodeado de incondicionales, 
pero despertando suspicacias y rechazos de parte de algunos patriotas, O”Higgins entre ellos. 
Sólo la unidad frente a las fuerzas realistas evitó una división entre los chilenos, que habría 
tenido consecuencias desastrosas en ese ambiente de incertidumbre. Se acercaba el momento 
decisivo: el 1 y 2 de octubre de 1814 las tropas realistas se enfrentaron a las patriotas, 
encabezadas por O”Higgins, que estaban atrincheradas en la plaza de Rancagua, en una batalla 
heroica, pero mal ejecutada de parte de los criollos. «El desastre de Rancagua», como se conoció 
a esa jornada, marcó el fin de la Patria Vieja, en medio de las recriminaciones mutuas de 
O'Higgins y Carrera, quien no habría ayudado a los sitiados en Rancagua. 

Pocos días después, el 6 de octubre, Osorio llegó a la capital para restablecer el orden 
monárquico y concluir con la esperanza de quienes anhelaban una independencia política. Fue 
recibido entre vítores de la población que, quedaba demostrado, poco entendía de republicanismo 
y de la nueva organización. Los acontecimientos provocaron hastío: había una conciencia de la 
necesidad de autonomía, pero no existía la misma convicción sobre una independencia absoluta. 
La Patria Vieja, como se denominó al periodo de la primera organización nacional, había 


terminado en un fracaso militar, aunque su ideario de derechos y libertades seguiría viviendo en 
el imaginario nacional. De esta manera se privilegió el objetivo perseguido, más que algunas de 
las realidades vividas en esos años, como la acefalía de gobierno, la existencia de cinco 
administraciones en cuatro años, la explosión de motines y rebeliones apoyados en la fuerza y las 
primeras divisiones entre los chilenos, situación que se prolongaría en los años siguientes. Los 
sectores populares permanecían en un estado de apatía que el sistema procuró revertir con 
reclutamientos forzados, «transformando el servicio militar en un nuevo sistema de 
disciplinamiento que aceleró la alienación de las clases populares, estimuló su deserción y 
provocó su migración». 


La restauración monárquica 


El regreso del gobierno monárquico no significó un corte radical en la sociedad capitalina, 
aunque luego se pudieran observar los cambios propios de una resolución de conflicto armado. 
Así recordaba José Zapiola, el músico chileno, la nueva situación política: «Cuando dos o tres 
días después de la batalla de Rancagua entraron a Santiago las primeras tropas realistas, apareció 
la ciudad completamente adornada con la bandera española». Quizá eso ocurriera por la 
«conocida prudencia» de los chilenos, como recordaba Zapiola, pero también es evidente que 
existía una división de opiniones en la sociedad, que no hacía totalmente inaceptable el gobierno 
de los peninsulares. 

Durante el periodo 1814-1818 se vivió en Chile el proceso de reconquista o de restauración 
monárquica. En esos años el rey Fernando VII, principalmente a través del virreinato del Perú, 
logró obtener nuevamente el control de Chile, que se había perdido a medida que avanzaba el 
proceso autonomista en los años anteriores. 

El país no tenía una posición unívoca respecto de los hechos comenzados en 1810 y, de hecho, 
en Santiago, banderas españolas y vivas recibieron a las tropas de Osorio, que habían vencido en 
los campos de batalla. También los sectores populares demostraron también una adhesión y 
admiración hacia los militares hispanos. 

Poco tiempo después comenzó la represión contra quienes habían promovido la independencia 
y el nuevo poder puso mano a la restauración del sistema precedente, sumado a una represión 
contra quienes habían fomentado el separatismo. Esto generó entre los chilenos sentimientos y 
actitudes contrarias a la restauración que quedarían grabadas en el imaginario nacional en las 
décadas siguientes. 

En materia política hubo dos gobiernos durante el periodo: el de Mariano Osorio, vencedor 
militar (1814-1816), y el de Francisco Casimiro Marcó del Pont (1816-1817), sobre quien recayó 
un juicio histórico lapidario por sus persecuciones a los patriotas. La tarea principal del primero 
consistió en el restablecimiento de la monarquía en Chile, y una de sus medidas más inmediatas 
fue la restauración de la Real Audiencia. Sin embargo, sus diferencias con el virrey del Perú 
provocaron su salida del cargo. Marcó del Pont, por su parte, también era militar de oficio, 
encargado de consolidar el proceso iniciado en 1814; su figura fue ridiculizada por diversos 
escritores, que lo consideraban afeminado, de personalidad refinada y autorreferente: le gustaba 
encabezar la larga lista de sus condecoraciones y funciones, desde su calidad de Caballero de la 
Orden de Santiago, hasta los cargos vigentes en Chile: gobernador, capitán general, presidente de 
la audiencia y vicepatrono del reino. 


¿Qué sucedió exactamente en los años de la restauración monárquica? ¿En qué consistió el 
proceso de reconstrucción de las instituciones tradicionales y de represión contra los insurgentes 
de 1810 en adelante? Las medidas ejecutadas por los sucesivos gobernadores afectaron distintos 
ámbitos políticos y sociales. 

En primer lugar, la Administración abolió las creaciones de la Patria Vieja que tenían un claro 
sentido innovador y no monárquico, tales como el Instituto Nacional y la Biblioteca Nacional. 
También se revirtieron algunos logros en materia de derechos (la libertad de vientre y la libertad 
de comercio, por ejemplo) y desaparecieron los símbolos nacionales para dar entrada 
rápidamente a las formas de expresión de la monarquía. 

Un segundo aspecto relevante fue el establecimiento de los tribunales de vindicación, en los 
cuales las personas debían declarar sobre sus posturas y la actuación que habían desarrollado 
entre 1810 y 1814. A ello debe sumarse la acción, a veces violenta y arbitraria, de los famosos 
Talaveras de la Reina, batallón al mando del coronel Vicente San Bruno, quizá la mayor 
represión restauradora. San Bruno era un hombre trabajador que recorría los distintos sectores de 
la ciudad para ver lo que sucedía, prevenir escenarios negativos y marcar presencia. También 
circulaban por la capital los propios Talaveras, quizá para suscitar miedo y evitar intentos de 
rebelión. Zapiola recuerda que tocaban música y eso les había granjeado cierta popularidad entre 
el pueblo. 

En 1816 se creó el Tribunal de Vigilancia y Seguridad Pública, que contaba con siete 
miembros y cuyas funciones consistían en recolectar armas de fuego, impedir que los habitantes 
se ausentaran de la ciudad sin permiso, prohibir las reuniones sospechosas, vigilar la 
correspondencia que proviniera de Argentina y, en general, recibir información sobre 
organizaciones que atentaran contra el Estado y sus representantes, todo ello para asegurar el 
éxito de la misión restauradora. 

Otra medida represora fue la elaboración de listas de personajes criollos que se suponían, o 
eran, patriotas, y que habían contribuido a minar el prestigio de la monarquía o bien a avanzar 
hacia el establecimiento de un nuevo régimen en Chile a partir de 1810. Varios optaron por el 
exilio allende los Andes, para evitar ser apresados o muertos, otros tantos cayeron en prisión. Sin 
embargo, el castigo más emblemático y que formó parte de las listas de «atrocidades» cometidas 
por las autoridades españolas en Chile fue la relegación de numerosos chilenos a la isla de Juan 
Fernández, donde sufrieron meses e incluso años de reclusión, miserias y condiciones de vida 
inhumanas. Cristián Guerrero Lira calcula la cifra de reos en unos sesenta y ocho individuos, que 
en la Patria Vieja habían sido funcionarios de gobierno y empleados públicos, además de 
hacendados y comerciantes. 

Quizá la descripción de la vida en Juan Fernández sea exagerada en su realidad y 
consecuencias por los escritos de Juan Egaña, uno de los afectados, quien redactó después sus 
recuerdos en El chileno consolado en los presidios, donde representa con detalles sus 
sufrimientos. Según él, la isla estaba llena de «miseria y falta de todo humano recurso», por eso 
había sufrido mucho a su arribo «el hambre, los malos alimentos, y sobre todo la intemperie del 
clima». A ello se sumaba la falta de medicinas y de tranquilidad, el hallarse «tan separado de 
todo el género humano», la incertidumbre de la suerte que correrían y la obligación de realizar 
tareas abyectas ordenadas por las autoridades del presidio (tales como entregar diariamente una 
serie de ratas muertas). Otros presos estaban incluso peor: uno se había vuelto demente, un 
sacerdote agonizaba sin misericordia, todos sufrían privaciones y arbitrariedades. Una de las 
reflexiones más notables de Juan Egaña es la siguiente: «En un grupo de miserables chozas se 


veían mezclados los más atroces facinerosos con los ciudadanos más ilustres de Chile». 

Sin embargo es preciso enmarcar la acción de esos gobernantes en lo que recientemente 
Guerrero Lira ha descrito como «medidas de seguridad en un caso de guerra», más que como una 
forma de represión exclusivamente política. De hecho, la isla de Juan Fernández, ignominiosa y 
representativa de la arbitrariedad, como parecía a ojos de los chilenos, era un recinto mal cuidado 
y degradado antes de 1814, cuando contaba anualmente con unos noventa reos de promedio, y se 
siguió usando como prisión en los años siguientes a la independencia incluso por Bernardo 
O'Higgins, esta vez contra sus enemigos carrerinos. Entre las instrucciones para su gobierno 
destacaba una que establecía que «en caso de motín o levantamiento, [el gobernador de la isla] 
podrá castigar hasta con la última pena a los autores y cómplices, según las necesidades del 
caso». 

Otro tema que resulta interesante es el de las sanciones económicas, que tuvieron un efecto 
relevante en estos años. En un contexto de pobreza del erario y de necesidades económicas para 
la lucha militar, una de las medidas más importantes fue la pérdida definitiva de bienes por parte 
de quienes cometían delitos de infidencia. Una junta de secuestros tenía por objeto administrar 
los bienes de los patriotas mientras tenía lugar el procedimiento de las causas. A la vez se 
impusieron exacciones que afectaron a los que habían contribuido con la causa independentista. 
El secuestro de bienes afectaba a los bienes inmuebles, el dinero, los animales y otras posesiones 
personales. 

Un último aspecto que se podría mencionar es la culminación de las manifestaciones de 
libertad política —en el camino hacia la república— que había comenzado en 1810 y 1814, 
como sería, por ejemplo, el Congreso Nacional o las primeras convocatorias electorales que se 
celebraron en Chile. Sin embargo donde se notó con mayor fuerza la restricción fue en el ámbito 
de la prensa. Los periódicos reformistas de los años anteriores fueron sustituidos por Viva el Rey. 
Gazeta del Gobierno. Las autoridades realistas valoraban la importancia del medio escrito, pero 
ahora todo debía cambiar: 


Espíritus sublimes, hombres ilustrados y juiciosos; el Gobierno os excita a emplear 
dignamente vuestras luces ayudándole con sabias producciones a ilustrar a los pueblos, y 
disipar la espesa niebla que en ellos ha esparcido la obscura Aurora de Chile, el falaz 
Monitor Araucano, el sedicioso Semanario Republicano, y demás papeles que hasta ahora 
habían afeado nuestra Imprenta, y que serán eternamente proscriptos. 


La Gazeta fue un instrumento para explicar los sucesos acontecidos desde 1808 en adelante 
desde la perspectiva monárquica. El medio, editado por José María de la Torre, mostraba al 
proceso iniciado en 1810 como una iniciativa de un grupo pequeño de personas que influyó 
sobre un pueblo poco culto y que no era responsable. Asimismo, el periódico valoraba la 
monarquía como régimen político y el pasado de Chile lo miraba con benevolencia, anunciando 
a los criollos que habían vivido «tres siglos de tranquilidad», contando con reyes «siempre llenos 
de amor y de benéfica ternura para con sus hijos del nuevo mundo», regidos por leyes «humanas 
y sabias». El medio también procuraba unir el desarrollo de la monarquía a la importancia de la 
religión católica en la sociedad, aspectos necesariamente vinculados y que se afirmaban 
recíprocamente. 

Mientras todo eso sucedía en territorio chileno, en Mendoza los patriotas comenzaban a 
organizarse militarmente para acometer la campaña por la liberación de Chile. Aunque en el país 


habían permanecido algunos hombres que desarrollaron una interesante labor de subversión, 
como Manuel Rodríguez y José Miguel Neira, una verdadera victoria no se podía conformar con 
los recursos de las montoneras, sino que debía organizarse un ejército capaz de vencer a las 
tropas realistas que dominaban en Chile. Ésa fue precisamente la tarea del Ejército de Los Andes 
— iniciativa de José de San Martín y apoyada por el gobierno de Buenos Aires— que estaba 
formado por los restos del Ejército Patriota derrotado en 1814, más soldados argentinos de 
Mendoza y otros que se sumaron a la misión. En esta tarea José de San Martín desempeñó un 
papel protagónico, y definió muy bien el proceso en una carta a un amigo: «Ya le he dicho a 
usted mi secreto. Un Ejército pequeño y bien disciplinado en Mendoza para pasar a Chile y 
acabar allí con los godos, apoyando un gobierno de amigos sólidos para concluir también con la 
anarquía que reina; aliando las fuerzas pasaremos por el mar a tomar Lima: ése es el camino». 

Con 3.398 hombres, tres batallones de infantería, uno de cazadores, uno de artillería y un 
regimiento de granaderos a caballo cruzaron los Andes, principal preocupación de San Martín. El 
cruce se hizo por diversos puntos: el principal fue Uspallata, además de zonas como El Planchón 
(cercana a Talca), unos pasos hacia Copiapó y Coquimbo y el paso de Portillo. Pronto estuvieron 
dispuestos para dar batalla a los realistas, lo que se produjo en Chacabuco el 12 de febrero de 
1817, y la victoria patriota permitió avanzar hacia el control de Valparaíso, Santiago y otras 
partes del centro de Chile. El triunfo permitió poner en marcha un nuevo orden político, 
encabezado por el director supremo Bernardo O”Higgins, quien asumió el cargo con el respaldo 
del pueblo de Santiago y la reticencia de San Martín para ocuparlo. Si bien la victoria definitiva 
no se había alcanzado, resultó ser un avance prácticamente irreversible que no tendría vuelta 
atrás. A su vez, el Ejército de los Andes creció en cantidad de miembros y también en integrantes 
chilenos. 

O'Higgins (1778-1842) era hijo natural de Ambrosio O”Higgins, importante funcionario de la 
Corona que llegó a ser virrey del Perú. Don Bernardo pasó parte de su juventud en Europa, 
primero en España y luego en Inglaterra, donde hizo amistad con Francisco de Miranda, 
venezolano precursor de la independencia que marcó al chileno. Regresó a Chile en 1802, recibió 
la herencia de su padre y administró sus haciendas en el sur. Tras 1810 fue diputado en el Primer 
Congreso Nacional, luego participó como militar en la Patria Vieja y estuvo exiliado en 
Mendoza, desde donde regresó a Chile para procurar la independencia definitiva. 

El director supremo hizo bordar el lema «Por la razón o la fuerza» en su estandarte, ilustrando 
con ello la decisión de lograr la independencia, que después formó parte del escudo nacional. A 
pesar de algunos reveses como la derrota de Cancha Rayada (donde incluso resultó herido 
O'Higgins), los patriotas lograron la victoria decisiva en Maipú, el 5 de abril de 1818, con 
fuerzas comandadas por el general San Martín. Avanzada la tarde apareció O”Higgins, con el 
brazo lesionado, y se fundió en un abrazo con su par trasandino, a quien le dijo: «Glorias al 
salvador de Chile», a lo que San Martín respondió emocionado: «General: Chile no olvidará 
jamás el nombre del ilustre inválido que el día de hoy se presentó herido en el campo de batalla». 
El abrazo de Maipú, reflejado en la pintura de Pedro Subercaseaux, marcaba el fin del dominio 
monárquico en Chile. Sólo restaban, a partir de entonces, focos de resistencia en Chiloé y 
Valdivia, además de algunas «montoneras» realistas al sur del Maule y del Biobío. 

Los chilenos agradecieron la victoria a la nueva patrona del ejército, la Virgen del Carmen, y 
le consagraron un templo votivo precisamente en Maipú. Había llegado la hora del Chile 
independiente, finalidad lograda con las armas pero también con la opinión pública, el 
surgimiento de un nuevo grupo dirigente y la llegada de un conjunto relevante de ideas 


republicanas al país. 


La independencia y el gobierno de O'Higgins 


La proclamación de la independencia se produjo el 1 de enero de 1818, fecha asociada a la 
victoria patriota en Chacabuco, que sería una de las principales fiestas nacionales durante 
muchos años. 

El documento, breve, directo y de crucial importancia, procuraba «hacer saber a la gran 
confederación del género humano que el territorio continental de Chile y sus Islas adyacentes 
forman de hecho y de derecho un Estado libre Independiente y Soberano, y quedan para siempre 
separados de la monarquía de España, con plena aptitud de adoptar la forma de gobierno que más 
convenga a sus intereses». 

El texto sostenía además que «La revolución del 18 de Septiembre de 1810 fue el primer 
esfuerzo que hizo Chile para cumplir esos altos destinos a que lo llamaba el tiempo y la 
naturaleza: sus habitantes han probado desde entonces la energía y firmeza de su voluntad, 
arrostrando las vicisitudes de una gran guerra en que el gobierno español ha querido hacer ver 
que su política con respecto a la América sobrevivirá al trastorno de todos los abusos». De ahí 
que «el 18 pasara a ser la fecha principal de celebraciones patrióticas». 

Como era previsible, de inmediato se produjo un retorno a las aspiraciones reformistas del 
comienzo de la revolución de 1810, que se materializó en la reaparición de la prensa chilena, 
suspendida desde 1814, así como en la reapertura del Instituto Nacional y de la Biblioteca 
Nacional. Renacieron también los emblemas nacionales, cuya expresión pública había sido 
suspendida con el retorno del gobierno español. En 1817 la bandera se había modificado 
temporalmente, y se mantuvo con tres franjas de colores azul, blanco y rojo (este color sustituía 
el amarillo original). En octubre del mismo año Chile conformó su bandera definitiva, que 
mantenía esos tres colores en sólo dos franjas: la de arriba dividida por un cuadro azul a mano 
izquierda y el resto de color blanco; la franja inferior era roja. Sobre el cuadro azul había una 
estrella blanca de cinco puntas. El escudo también comenzó a experimentar cambios a partir de 
1817: desaparecieron las figuras que lo acompañaban, mientras el antiguo lema era reemplazado 
simplemente por la palabra libertad. Dos años después hubo nuevas variaciones, tales como la 
inserción de tres estrellas que representaban las tres provincias chilenas (Santiago, Concepción y 
Coquimbo). 

Originalmente, Chile tenía varias fechas para celebrar la independencia. El 12 de febrero, que 
conmemoraba la batalla de Chacabuco y la declaración formal de la independencia en 1818; el 5 
de abril, en recuerdo de la batalla de Maipú, que selló la suerte favorable a las armas chilenas en 
la lucha por la emancipación; el 18 de septiembre, día de la formación de la Primera Junta de 
Gobierno. Así lo expresaba muchos años después el escritor Vicente Pérez Rosales, autor de 
Recuerdos del pasado, que destaca la importancia del 12 de febrero (también por la fundación de 
Santiago en 1541). La fecha del 5 de abril se conocía de manera más indirecta, como señalaba un 
decreto de 1823 que se refería a quiénes debían predicar los sermones en las conmemoraciones 
cívicas. Finalmente se impuso, desde entonces hasta hoy, el 18 de septiembre, que sería conocida 
como la fecha de la independencia. 

Como consecuencia de la independencia, el gobierno encargó la composición de un himno 
nacional a Bernardo de Vera y Pintado. La letra reflejaba los sentimientos antiespañoles de su 


autor: 


El cadalso o la antigua cadena 

os presenta el soberbio español 
arrancad el puñal al tirano 
quebrantad ese cuello feroz. 
Habituarnos quisieron tres siglos 
del esclavo a la suerte infeliz. 

[...] 

Esos monstruos que cargan consigo 
el carácter infame y servil 

¿Cómo pueden jamás compararse 
con los héroes del Cinco de Abril? 


A pesar del éxito de la independencia, todavía quedaban dos temas pendientes para los 
chilenos. El primero era de orden interno, reflejado por un lado en el caso de Chiloé, área 
geográfica que todavía estaba en poder de los realistas y que no llegaba a sumarse al país, a 
diferencia de Valdivia, que fue sometida a poco andar. Por otro lado estaban Concepción y la 
zona de la frontera, que, si bien formaba parte del Chile independiente, no estaba bajo el control 
efectivo de las autoridades estatales. En la zona sur del país el conflicto continuó no en forma de 
guerra de independencia, sino a través de una guerra de guerrillas, liderada por el montonero 
Benavides, quien logró agrupar a muchos hombres contra el sistema pero que finalmente fue 
reducido y conducido a Santiago, donde fue ahorcado como pena y escarmiento. 

Sin embargo, ahí no concluyeron los problemas. Pronto surgió otra fuerza, llamada «banda de 
los Pincheira», un grupo de personas que cometían delitos de diverso tipo, no respondían a la 
legalidad vigente y sembraban el terror en los campos del sur y que sólo lograron ser dominados 
en 1832 por un contingente militar al mando del general Manuel Bulnes, más tarde presidente de 
Chile (1841-1851). Ambos grupos, más que defender intereses políticos, habían degenerado en 
un bandolerismo que causó mucho daño durante algún tiempo, en el cual fueron muy temidos. 

El segundo asunto se refiere a una de las características principales de los pensamientos y 
sentimientos criollos en esos tiempos, como era el americanismo. En tanto se consolidó el 
proceso en Argentina y Chile, ambos países se prepararon para contribuir al logro de la 
autonomía de Perú, el país que había sido más fiel a la monarquía. Chile preparó entonces la 
Expedición Libertadora del Perú, que resultó finalmente exitosa, bajo la dirección de José de San 
Martín y lord Thomas Cochrane, al mando de las fuerzas navales. 

La obra constitucional de O’Higgins incluye dos textos fundamentales: de 1818 y de 1822. La 
primera fue la Constitución Provisoria para el Estado de Chile, que regiría hasta encontrar una 
fórmula definitiva. El texto de 1818 establecía: «Los hombres por su naturaleza gozan de un 
derecho inajenable e inamisible a su seguridad individual, honra, hacienda, libertad e igualdad 
civil», y además agregaba una lista amplia de libertades, entre las que destacaban la de imprenta 
y la de vientres. Se establece la religión católica apostólica romana como la oficial del país y, 
entre los deberes de los jefes de la sociedad, se proclama que «no permitirán jamás otro culto 
público ni doctrina contraria a la de Jesucristo». 

El Senado estaría compuesto por cinco miembros, todos designados por el director supremo. 
El eje del poder político, como se puede apreciar, es precisamente el poder ejecutivo, cargo en el 


que fue ratificado O'Higgins. La máxima autoridad del país tenía funciones de mando y 
organización del ejército, nombraba embajadores y ministros y —dos aspectos muy relevantes— 
también debía estrechar las relaciones con Argentina y procurar extinguir las divisiones civiles. 

El gobierno de O”Higgins (1818-1823) puede considerarse el primero de la República chilena 
y fue prolífico en transformaciones jurídicas y en organización nacional. En materia de 
educación introdujo el sistema de Lancaster, de lectoescritura; inauguró el Cementerio General; 
abolió los títulos de nobleza e hizo retirar los escudos nobiliarios de las casas, si bien no alcanzó 
a concretar la abolición de los mayorazgos; suprimió las peleas de gallos y las corridas de toros y 
adoptó otras medidas que se podrían calificar de modernizadoras. 

En el plano institucional, la primera Constitución no provisoria que existió en Chile, fue 
precisamente la de O'Higgins de 1822, llamada —se pensaba— a perdurar por mucho tiempo, y 
que sin embargo sólo tuvo vigencia real durante tres meses. La Carta estableció un Congreso 
bicameral y un poder ejecutivo ejercido por el director supremo. El titular sería el propio 
Bernardo O”Higgins, por un periodo de seis años y el derecho a prorrogarlo por otros cuatro (ésa 
era la disposición más polémica del texto). Los autores señalaban que uno de los fundamentos de 
la nueva organización se basaba en «el país clásico de la libertad, Estados Unidos». 

A pesar del prestigio de O'Higgins como libertador de Chile y de los logros de su gobierno, el 
director supremo tenía detractores y una creciente oposición. Se acusaba a su ministro y 
constituyente José Antonio Rodríguez Aldea —personaje que había tenido figuración durante el 
periodo de la reacción absolutista, con actitudes benignas hacia los patriotas— de manejos 
turbios relacionados con el contrabando y de tener exceso de influencia en la Administración. 
También afectaron a la popularidad del jefe del Ejecutivo sus medidas contra las diversiones 
públicas como las peleas de gallos. En el plano internacional, sus detractores criticaron su 
sumisión a San Martín y la influencia de la Logia Lautarina en las decisiones de gobierno, 
además de la costosa expedición al Perú. Las disensiones internas continuaban y también lo 
perjudicaron determinadas actuaciones: cuando los hermanos José Miguel, Juan José y Luis 
Carrera fueron ejecutados en Argentina, O'Higgins tuvo el poco delicado gesto de enviar a su 
padre una cuenta por los gastos del proceso. A lo anterior se debe agregar el asesinato del líder 
popular Manuel Rodríguez, en Tiltil, al parecer por instigación del miembro de la logia Bernardo 
Monteagudo, que también sumó detractores para el libertador. 

Adicionalmente, don Bernardo recibió críticas en el seno de la aristocracia y dentro de la 
Iglesia católica. La primera hacía ver a O'Higgins su calidad de hijo ilegítimo y de alguna forma 
se vinculaba esta situación a las medidas adoptadas respecto a los títulos de nobleza, escudos de 
armas y mayorazgos. Influía, sin duda, el carácter personalista del gobierno, contrario a las 
tendencias de la aristocracia, que mostraba disensiones internas y espíritu de grupo, y que estaba 
convencida de que eran sus miembros los llamados a dirigir los destinos de la naciente república. 
Respecto a la Iglesia la situación era más compleja, pues si bien O”Higgins era católico, había 
dispuesto el extrañamiento del presbítero José Alejo Eyzaguirre, era partidario de la tolerancia 
religiosa y defendía el derecho de patronato heredado de la monarquía, postura que encontraba la 
oposición de la propia Iglesia. 

Finalmente, es necesario mencionar el problema que tuvo el gobierno con las provincias — 
Coquimbo y Concepción—, que se veían perjudicadas por el centralismo capitalino. Concepción, 
donde una asamblea provincial en 1822 confirmó a Ramón Freire como gobernador-intendente, 
había sufrido en parte el peso de la guerra sin recibir un apoyo proporcional de parte de la 
capital; poco después La Serena hizo lo propio, formando su propia asamblea. Si a ello se suma 


la continuidad que daba a O”Higgins la nueva Constitución aprobada en octubre de 1822 (duraría 
diez años más en el cargo), el resultado fue la rebelión contra el gobernante y su Carta 
fundamental. Lo que Gabriel Salazar llama la «revolución de los pueblos» estaba lista para 
operar a comienzos de 1823, bajo el liderazgo del general Ramón Freire, precisamente un 
hombre del sur, en el marco de unas provincias que comenzaban a rebelarse contra el 
centralismo. Unos doscientos hombres se reunieron junto al salón del consulado con el director 
supremo, para que escuchara las reclamaciones populares y a continuación le solicitaron que 
depusiera el mando. El director supremo accedió finalmente, precisando las razones por las 
cuales tomaba esa drástica determinación: 


Creyendo que en las circunstancias actuales puede contribuir a que la patria adquiera 
tranquilidad, el que yo deje el mando supremo del Estado, y habiendo acordado sobre este 
punto lo conveniente con el pueblo de Santiago, único con quien podía hacerlo en la crisis 
presente, he venido en abdicar la dirección suprema de Chile, y consignar su ejercicio 
provisorio en una junta gubernativa. 


Ésta quedó compuesta por Agustín de Eyzaguirre, José Miguel Infante y Fernando Errázuriz. 

El Libertador, que en un gesto dramático declaró estar dispuesto a ser sometido a juicio si la 
asamblea así lo estimaba, no fue perseguido y pronto abandonó el país para vivir un largo exilio 
en el Perú. A pesar de las muchas veces que se pensó regresaría a su patria, como gobernante o 
como simple ciudadano, finalmente murió en Perú en 1842. Muchos años después su cuerpo fue 
trasladado a Chile, donde recibió un solemne funeral como un tardío reconocimiento a su labor. 

La renuncia de O”Higgins, recibida inicialmente con entusiasmo, no traería las consecuencias 
de libertad política y organización republicana que estimaban sus detractores, sino que marcaría 
el comienzo de un complejo periodo de organización política que se extendería, con altibajos, 
hasta 1830. 


Anarquía y aprendizaje político (1823-1830) 


La abdicación de Bernardo O”Higgins marcó el comienzo de un periodo caracterizado por la 
inestabilidad política e incluso por la decepción de muchos chilenos. Algunos historiadores — 
Alberto Edwards y Francisco Antonio Encina, por ejemplo— han afirmado que se vivió una 
verdadera anarquía política, mientras otros —Ricardo Donoso, Julio Heise y Simon Collier— 
privilegian lo que podría considerarse un periodo de formación y aprendizaje políticos. Creemos 
que una adecuada apreciación de esos años demuestra, contradictoriamente, que ambas 
situaciones coexistieron: hubo ensayos de organización republicana con algunas instituciones 
que pervivieron y una clara anarquía política, al no haber mecanismos normalizados de entrega 
del mando (o bien no se cumplieron los que había), para asumir los gobiernos y para organizar el 
país, lo que se reflejó en numerosas administraciones y constituciones. 

Los hechos son elocuentes: entre enero de 1823 y mediados de 1830 hubo treinta gobiernos en 
Chile, varios de los cuales tuvieron una duración de apenas pocos meses e incluso semanas y 
días. En parte este proceso de cambio continuo estaba asociado también a lo que Bernardino 
Bravo Lira ha llamado «carrusel de constituciones», que ponía a Chile en la misma situación que 
vivían otros países del continente, tanto por su rotación de textos escritos como por la 


contradicción que se producía entre las doctrinas que se proclamaban y las realidades que se 
vivían. Una corriente de frustración empezó a aflorar no sólo en el país, sino también en otros 
lugares de América. Así lo resumió Mariano Egaña en una interesante carta a su padre a 
mediados de 1827: 


Esta democracia, mi padre, es el mayor enemigo que tiene la América, y que por muchos 
años le ocasionará muchos desastres, hasta traerle su completa ruina. Las federaciones, las 
puebladas, las sediciones, la inquietud continua que no dejan alentar al comercio, a la 
industria y a la difusión de los conocimientos útiles: en fin tantos crímenes y tantos 
desatinos como se cometen desde Tejas hasta Chiloé, todos son efectos de esta furia 
democrática que es el mayor azote de los pueblos sin experiencia y sin rectas nociones 
políticas, y que será la arma irresistible mediante la cual triunfe al cabo la España, si espera 
un tanto. 


Para el caso chileno la situación de inestabilidad, mezclada con deseos efectivos de avanzar 
hacia un régimen republicano, había comenzado precisamente en 1823, con la caída de 
O'Higgins y el establecimiento de un nuevo sistema dirigido precisamente por Juan Egaña, el 
padre de Mariano. Hombre de sólida formación y con genuinos deseos de avanzar en la virtud 
republicana y en la educación cívica de los chilenos, propuso una Carta fundamental que estaba 
en la línea del constitucionalismo del periodo, en cuanto tenía una confianza casi absoluta en la 
utilidad y perfección de los textos escritos. 

Así se reunieron las asambleas provinciales como representantes de la nación, y acordaron el 
Acta de Unión de las Provincias de marzo de 1823, que dio inicio a los trabajos de organización 
política, estableciendo que «el Estado de Chile es uno e indivisible, dirigido por un solo 
Gobierno y una sola legislación»; las tareas culminarían después con una nueva Carta 
fundamental. De esta manera, a fines de 1823 Chile podía contar con una Constitución — 
calificada después de moralista— realmente bien pensada, escrita con solidez doctrinal y con la 
voluntad de estimular el desarrollo político del país. 

Juan Egaña había propuesto una idea interesante aunque ilusoria: un proyecto que no sólo 
buscaba organizar el poder político y los derechos de las personas, sino también la sociedad en 
su conjunto, a través de un largo código sobre las conductas que debían vivir los ciudadanos en 
las distintas etapas de su vida y en las posiciones que tuvieran en la nación. En más de 
trescientos artículos se proponía llegar a una fórmula que transformara «las leyes en costumbres 
y las costumbres en virtudes cívicas y morales». La Constitución de 1823 también abolió la 
esclavitud, quizá su mayor y sin duda más perdurable mérito. El autor de la Carta fundamental 
estaba eufórico: «Ningún acto nacional puede lisonjearse de haber tenido mayor aceptación [que 
la jura y promulgación de la Constitución]. Fiestas eclesiásticas, populares y de teatro, 
magníficos tronos para el juramento y promulgación, inmensa concurrencia, iluminaciones, 
medallas, refrescos, la dedicación de un arco triunfal de mármol, etcétera, son los testimonios de 
la aprobación general». 

La realidad, sin embargo, pronto opacó esta alegría. A poco andar los gobernantes se dieron 
cuenta de que era un texto impracticable y la Carta perdió rápidamente su vigencia. El propio 
director supremo, Ramón Freire, que había encabezado ilusionado el cambio de enero de 1823, 
después de varios meses en el cargo, con serios problemas en la Hacienda Pública y sin 
resultados favorables en su expedición hacia Chiloé y el sur (donde se procuraba parlamentar con 


los araucanos), regresó a Santiago y llegó a decir, contristado: «La situación de la República es 
siempre crítica. Mucho falta que hacer para mejorar sus instituciones y asegurar su libertad e 
independencia. Con la mayor repugnancia vuelvo al mando». Una carta de José Antonio 
Rodríguez a O'Higgins, de fines de junio de 1823, decía con elocuencia: «[A la Constitución] 
nadie la obedece. El odio contra don Juan Egaña, que la formó, es muy público y activo». 
Después de poco tiempo la Carta de 1823, nacida de la inteligencia de un hombre, llamada a 
perdurar y con una serie de propuestas para que la sociedad fuera mejor, dejó de tener vigencia 
efectiva en varias de sus disposiciones a mediados de 1824 y finalmente dejó de ser una 
alternativa constitucional para Chile. 

Con lo anterior, en realidad, Chile comenzaba a vivir una situación de ensayo y error, de ideas 
que veían la luz pública pero que rápidamente morían. La Constitución, el documento que debía 
preparar la felicidad del país, en la práctica se convertía en una fuente de dificultades antes que 
en el fundamento de una organización política sólida y estable en el tiempo. En parte, el 
problema se daba por el personalismo (O*Higgins) o bien por el carácter utópico del documento 
(Egaña). Hay que considerar otro elemento importante, sin embargo: la diversidad de opiniones 
en el interior del grupo gobernante y los distintos modelos que servían como base para sus 
propuestas políticas, lo que conducía a que los diversos personajes que llegaban al poder tuvieran 
también sus propias propuestas de organización política. 

Esta pluralidad comenzó a perfilarse claramente en una creciente actividad de prensa, a través 
de numerosos periódicos de distintas tendencias, muchos de los cuales apenas duraban unos 
cuantos números. En el estudio clásico de Raúl Silva Castro sobre el periodismo chileno se 
mencionan más de cien periódicos fundados entre 1823 y 1830. 

El escenario provocado por la caída de O”Higgins y por el fracaso de la Carta de 1823 hizo 
necesario pensar en una organización institucional distinta. El nuevo escenario tenía también 
otros elementos interesantes, como la incorporación de Chiloé al país, lo que permitía terminar al 
fin la guerra de la independencia nacional. La victoria sobre los focos realistas de la isla sólo se 
produjo hacia 1826, y fue necesario enviar expediciones militares y navales para sofocar la 
resistencia y controlar los fuertes de Ancud. 

También influía la permanencia de divisiones intestinas, al punto que se temía «la destrucción 
de los vínculos sociales y la guerra civil entre las provincias», cuestión que se quería evitar. Por 
lo mismo, el director supremo decidió convocar nuevamente un Congreso General 
Constituyente, llamado a elaborar una nueva Carta fundamental. 

Después de sucesivos vaivenes y esfuerzos por organizar la nueva república en función de los 
derechos de las provincias se llegó a una nueva propuesta en 1826, en lo que se conoce como el 
«ensayo federal». Se trataba de un intento por organizar el país de acuerdo con un criterio de 
clara descentralización promovida por el sector más radical de los liberales, postura encabezada 
por José Miguel Infante, otro de los hombres más preparados de la época que ya había tenido una 
importante participación política en 1810 en la formación de la Primera Junta de Gobierno y que 
había sido un impulsor destacado de la abolición de la esclavitud. 

La tenacidad de Infante, unida a sus genuinas convicciones federalistas, sin duda constituyó la 
razón principal para que existiera la posibilidad de establecer un gobierno federal en Chile. A 
ello se añade la admiración por Estados Unidos y el éxito logrado por la potencia del norte en sus 
pocos años de vida independiente, que se atribuía en buena parte a su organización constitucional 
de carácter federal. Finalmente, es preciso considerar el esfuerzo no sólo como una copia de 
proyectos exitosos, también tenía su fundamento en la realidad de Chile posterior a 1810: las 


provincias veían con preocupación el centralismo excesivo de Santiago y la ausencia de una 
verdadera participación de «los pueblos», situación que había conducido a generar una rebelión 
de las provincias contra el predominio capitalino, como se había demostrado a partir de 1822 en 
diversos momentos. 

Era tal la convicción que animaba a los federalistas sobre la justicia de su causa, que Infante 
llegó a señalar su postura de una manera radical: «Yo creo que es necesario o carecer de sentido 
común o no tener absolutamente virtudes republicanas para oponerse al federalismo». Quizá 
fuera esa certeza la que animó a los gobernantes y legisladores de 1826 para avanzar 
políticamente en esa dirección. 

El resultado fue el ensayo federal: primero en un conjunto de leyes que preparaban el camino 
para una Constitución de esas características. Las normas declararon la vigencia del sistema 
federal en Chile y dividieron el país en ocho provincias: Coquimbo, Aconcagua, Santiago, 
Colchagua, Concepción, Maule, Valdivia y Chiloé. Se estableció que cada provincia estaría 
gobernada por un intendente elegido mediante votación y la formación de asambleas provinciales 
de no menos de doce ni más de veinticuatro diputados. En su esfuerzo democratizador, las leyes 
federales incluyeron la elección popular de los curas párrocos. 

Quizá la mayor excepción del año 1826, en términos de continuidad política, fue el 
establecimiento de un poder ejecutivo con un nombre nuevo, presidente de la República, en 
reemplazo del director supremo, título más adecuado para los gobiernos libres y presente en la 
institucionalidad de Estados Unidos, república muy admirada por los chilenos. El primer 
detentador del cargo fue Manuel Blanco Encalada, en julio ese año. Las circunstancias de la 
época, sin embargo, lo llevaron a renunciar un par de meses después. 

A fines de 1826 y comienzos de 1827 el Congreso presentó finalmente su propuesta de 
Constitución federal, lo que llevaría al país a una fórmula que daría la prosperidad pública que 
tanto se anhelaba. A mediados de año la situación ya no era tan auspiciosa como en la génesis de 
la idea federal. Los reclamos surgían de diputados centralistas, pero también en las provincias 
surgió un descontento sobre la aplicación del régimen federal, en parte por la incapacidad de 
organizarse efectivamente, así como por la pobreza con que desarrollaba su vida cotidiana. A 
pesar de su rápido avance, el federalismo fracasó y ni siquiera llegó a promulgarse el texto 
constitucional que, se suponía, consagraría dichas ideas en el país. En julio de 1827 el gobierno 
pidió dejar sin aplicación las leyes federales; se dispuso la suspensión de las asambleas 
provinciales, mientras se buscaba una nueva fórmula para un país que se estaba acostumbrando a 
los proyectos aprobados y desechados con la misma rapidez. A fines de ese año apenas la 
solitaria voz de José Miguel Infante, a través del nuevo periódico El Valdiviano Federal, seguía 
defendiendo su sistema. Aún convencido de que «federación» era «el grito unísono así de los 
funcionarios públicos como de los demás ciudadanos por la íntima convicción en que ya se 
hallan de que sólo bajo los auspicios de esta forma de gobierno podrá establecerse una 
administración digna de hombres libres». La realidad era otra: el sueño federal había sido 
descartado y los líderes de la política chilena seguirían buscando muy pronto nuevas formas de 
organización para el país. Con todo, la idea de libertad y autonomía provincial conservó 
vigencia, como también la idea de crear las asambleas provinciales que tuvieran representación 
local. 

La irresolución constitucional tuvo consecuencias políticas. En mayo de ese mismo año 
renunció el general Ramón Freire a la presidencia de la República, reconociendo que su 
capacidad no era suficiente «para mandar sin leyes ni para poner orden al caos que aflige a 


Chile». En su reemplazo el Congreso designó al vicepresidente Francisco Antonio Pinto, también 
uniformado, liberal, prestigioso y quizá el hombre más apropiado para encabezar esta difícil 
etapa, ya que se distanciaba tanto del federalismo como del autoritarismo centralista. 

La inestabilidad política se reflejaba también en la participación militar en motines y 
conspiraciones cada vez más frecuentes dirigidos contra el gobierno de turno. Las razones podían 
ser varias, desde el relajamiento de la disciplina militar surgido después de la independencia, al 
impago de sueldos y las reivindicaciones políticas. Ejemplos en que los uniformados se 
declaraban «cansados de la miseria» fueron los motines de Bernardino Escribano (septiembre de 
1826), de tres batallones de infantería (septiembre de 1826) y del batallón Chacabuco (julio de 
1827). El vuelco hacia la deliberación política tuvo como consecuencia las sediciones de Enrique 
Campino (enero de 1827), de Pedro Urriola (junio-julio de 1828), de Manuel Cortés (julio de 
1828) y de Felipe La Rosa (junio de 1829). 

Existe una relación inversamente proporcional entre la dureza de las penas y la proliferación 
de los levantamientos militares. Es probable que el círculo vicioso de las insurgencias haya sido 
alimentado por la excesiva mano blanda de los gobiernos a la hora de indultar y otorgar 
amnistías a los rebeldes. El sentido de reconciliación y paz social era algo sin duda valioso, pero 
la evidente tolerancia hacia los amotinados iba eliminando lentamente el principio de obediencia 
y no deliberación, además de permitir que la impunidad alentara nuevas intervenciones militares 
para solucionar problemas corporativos o políticos. 

En 1828 se estableció un nuevo Congreso constituyente. Una vez más, los líderes pensaban 
que la mejor solución para el país radicaba en contar con un texto constitucional que, por su 
precisión y perfección, pudiera garantizar la libertad y felicidad del país. La instancia legislativa 
se concentró casi con exclusividad en la redacción de la Constitución. La preparación del texto 
estuvo a cargo del liberal español José Joaquín de Mora, hombre de una vasta cultura que 
participó en la prensa y la enseñanza de la época. 

Finalmente se promulgó la Constitución de 1828, que parecía, al fin, poner término a los años 
de inestabilidad. El texto estableció una fórmula que daba poderes al Ejecutivo para realizar sus 
tareas, pero limitado por el Congreso Nacional; también contenía una fórmula ecléctica en la 
relación Santiago-provincias, por cuanto rechazaba tanto el centralismo como el federalismo. En 
materia de ciudadanía con derechos políticos para participar en los procesos electorales, 
estableció un sistema muy abierto: bastaba tener 21 años, e incluso menos si la persona estaba 
casada. El régimen de gobierno era «la República representativa popular» (art. 21), sin hacer 
mayores precisiones al respecto. Fue la primera Constitución chilena que estableció el cargo de 
presidente de la República para el gobernante, que debía recaer en un ciudadano chileno mayor 
de treinta años. Además habría un vicepresidente, quien «en casos de muerte o imposibilidad 
física o moral del Presidente desempeñará su cargo». 

Chile parecía haber alcanzado la estabilidad, y el preámbulo de la Carta fundamental aprobada 
ese año incluso llegó a declarar, jactanciosamente: «Ha llegado el día solemne de la 
consolidación de nuestra libertad». El cónsul norteamericano Sam Larned se sumó al entusiasmo, 
e informó a su gobierno de que «la nueva Constitución continúa encontrando la aprobación de la 
gente en todas las partes de la República, y todo indica que será sostenida y llegará a ser 
permanente». 

Pero la realidad fue radicalmente distinta, y hasta puede considerarse que la propia 
Constitución —especialmente sus vaciíos— se convirtió en una de las causas de la última fractura 
institucional del periodo. Cuando se convocaron las elecciones de presidente de la República 


surgió el conflicto. 

Las fuerzas políticas más representativas eran los liberales o «pipiolos» y los conservadores o 
«pelucones», que se enfrentaban por la supremacía en la política del país. Entre los liberales 
había un grupo más exaltado, ya mencionado, que eran los federalistas; los conservadores habían 
logrado acuerdos que incluían tanto a los pelucones tradicionales como a otros grupos 
minoritarios, pero significativos, como los estanqueros, cuya figura dominante era Diego 
Portales, que pasó a ser la personalidad más gravitante de Chile, y los o'higginistas, amigos y 
seguidores del héroe de la independencia. 

El problema principal se suscitó —y se reiteró a lo largo del siglo— con la elección 
presidencial de 1829 que, teóricamente, debía dar inicio a una sucesión regular de la primera 
magistratura del orden republicano. Al menos así lo pensaban los actores del periodo, como 
Francisco Ramón Vicuña, el presidente del Senado y vicepresidente provisorio, quien leyó el 
mensaje de apertura del Congreso Nacional en septiembre de 1829: 


Nuestra patria goza de un reposo perfecto; el espíritu público rechaza con indignación 
cuanto puede turbarlo, y las pequeñas diferencias de opinión, frutos necesarios de toda 
transformación política, van extinguiéndose poco a poco en las relaciones de la vida social y 
desapareciendo de un todo bajo la sombra protectora y conciliadora del pacto que nos une. 


El Congreso debía verificar el resultado de la elección según la siguiente fórmula: cada elector 
debía votar por dos nombres, sería nombrado presidente de la República quien obtuviera la 
mayoría absoluta y vicepresidente quien obtuviera la segunda mayoría absoluta. Asistieron 201 
personas en calidad de miembros del cuerpo electoral (compuesto de 216 en total), y Francisco 
Antonio Pinto obtuvo la mayoría necesaria de 122 votos para el desempeño de la presidencia de 
la República. Para el otro cargo se produjo una situación compleja, porque de los varios 
candidatos ninguno obtuvo la mayoría requerida: Francisco Ruiz Tagle, cercano a la oposición, 
obtuvo 100 votos, el o'higginista Joaquín Prieto, 61; Joaquín Vicuña, apoyado por los liberales, 
alcanzó 48 votos; José Gregorio Argomedo obtuvo 33 sufragios y hubo otros tantos votos 
dispersos. En tal situación la Constitución establecía que correspondía al Congreso elegir entre 
quienes tuvieran «las mayorías inmediatas» (art. 72), con la presencia de tres cuartos de los 
miembros de las cámaras al menos. 

La elección de vicepresidente estaba vinculada a Pinto, que había manifestado que renunciaría 
a la primera magistratura, lo que dejaba despejado el camino hacia el gobierno al que obtuviera 
la segunda mayoría. Mientras los conservadores estimaban que el cargo debía recaer en algunas 
de las dos primeras mayorías relativas, es decir, Ruiz Tagle y Prieto, los liberales sostenían que 
la decisión correspondía al Congreso, donde ellos tenían mayoría. El resultado del Congreso 
reflejó los siguientes resultados: Joaquín Vicuña obtuvo 29 votos y Francisco Ruiz Tagle 24 
(también hubo dos votos para Prieto y tres en blanco). Como ninguno obtuvo mayoría absoluta, 
se pidió una nueva votación, pero la mayoría del Congreso rechazó la propuesta y proclamó a 
Joaquín Vicuña vicepresidente de la República. Las elecciones no condujeron a la tranquilidad 
política, sino a una nueva etapa de turbulencias. 

Para sumar a los problemas, el general Francisco Antonio Pinto no aceptó el cargo para el cual 
había sido electo, conforme lo había anticipado. Sin duda estaba agotado por los enfrentamientos 
políticos y el ejercicio del mando, en un contexto de repetidas crisis. Los intentos para que 
revirtiera su decisión no prosperaron, y la acefalía presidencial debía ser llenada precisamente 


por el cuestionado vicepresidente Vicuña. En palabras de Pinto, algunas acciones del Congreso 
tenían «un vicio de ilegalidad», por lo que no podía asumir la primera magistratura. Propuso, a 
su vez, «la separación absoluta del Congreso, la convocación de los cuerpos electorales y la 
renovación de las elecciones constitucionales para el año venidero». Su proposición, como era 
previsible, no fue aceptada por el poder legislativo: quedaba abierto el camino de la revolución. 
Los partidarios del gobierno, convencidos de su legitimidad y apoyo social, no estaban 
dispuestos a renunciar; la oposición consideraba ilegítima la victoria de los gobernantes. Ambos 
tenían respaldo militar, lo que marcó el comienzo de una guerra civil. 

No se trataba, como pudiera pensarse, de un mero motín militar como los que se habían 
producido durante la década de 1820. La rebelión se hacía contra un gobierno ilícito y en nombre 
de la Constitución violada por quienes encabezaban el país, como proclamó el general Joaquín 
Prieto, líder militar del levantamiento. Prieto, o'higginista, era comandante del Ejército del Sur, 
principal fuerza militar del país. En 1829, en un interesante documento, se dirigió así a sus 
soldados: 


Gloriaos de pertenecer a pueblos libres, en que no sois máquinas movidas por la voluntad 
ciega del despotismo. Sois ciudadanos armados que gozando los mismos derechos que 
vuestros pacíficos hermanos, tenéis el propio deber que ellos de dar vuestra libertad en la 
defensa de la ley, a que consagráis esta campaña. Los pueblos están pronunciados. Está 
contestado el horroroso hecho de haberse infringido la constitución aun por los mismos a 
quienes se dirigió tan funesto obsequio. En el Estado de Chile no hay más liberticidas que 
una mayoría corrompida de vuestros mismos representantes en las cámaras. 


Los militares gobiernistas seguían simplemente el principio de que sus fuerzas eran 
esencialmente obedientes y que no debían deliberar en materias políticas. Esto significaba que no 
les correspondía juzgar los actos del Congreso o del gobierno, sino defender a sus jefes 
constitucionales. El también general y varias veces gobernante Ramón Freire fue convocado para 
liderar la defensa militar del gobierno. En diciembre del mismo año una proclama de los 
autodenominados «constitucionales» expresaba que el «ex General Prieto desde el primer día de 
su llegada se ha prestado sordo a la imperiosa voz de la razón y de la ley». 

Ambas posturas reflejaban una clara contradicción de puntos de vista en un momento 
culminante de la historia de Chile. Mientras desde el gobierno se calificaba de «ex» al 
uniformado que se había levantado contra la Administración, los sublevados enfatizaban que era 
el propio gobierno el que había «infringido la Constitución», razón suficiente para organizar una 
sublevación. 

Estaba claro que la situación política de Chile era radicalmente inestable. Quizá éste era el 
pensamiento del libertador Simón Bolívar cuando dirigió una carta a su amigo Fernández 
Madrid, en 1829, pidiéndole recuperar a Andrés Bello, «ganarlo para Colombia», y no dejarlo 
«perder [...] en el país de la anarquía». El sabio venezolano finalmente se trasladó a Chile, pero 
en una época en que las cosas comenzaban a cambiar. 

El momento decisivo en el ámbito militar se produjo el 16 de abril de 1830, cerca de Talca, en 
el enfrentamiento de las fuerzas del general Prieto (unos 2.200 hombres y 12 cañones) contra las 
del general Freire (alrededor de 1.750 soldados y 5 cañones). La victoria correspondió a las 
fuerzas rebeldes; la batalla significó el fin de la guerra civil y el comienzo de una nueva era 
política en Chile. 


En mayo de 1830 Freire fue desterrado. El ejército sufrió una «depuración» amplia en los altos 
mandos y en total fueron dados de bajo 126 oficiales «por no reconocer al nuevo gobierno». 
Varios soldados que incluso habían combatido en la independencia tuvieron que abandonar las 
filas de la institución, sin derecho a pensión de retiro. Un periódico nuevo, de corta duración 
pero de sólidas convicciones, se comprometió con los caídos. Era El Defensor de los Militares 
Denominados Constitucionales, redactado por José Joaquín de Mora. No obstante, ya era tarde, 
por cuanto la victoria de unos y la derrota de otros definieron el nuevo orden de cosas. 

Portales, quien se había convertido en el hombre indispensable de todo este proceso de cambio 
político, y los vencedores en general pensaban castigar a los vencidos, algo habitual en este tipo 
de conflictos pero que también era una medida precautoria. Considerando la recurrencia de los 
motines militares de la década, el castigo sin contemplaciones debía ayudar a terminar con lo que 
Sergio Vergara ha denominado «militarismo latente». Así, los uniformados volverían a ser 
brazos de la defensa del país y no árbitros del conflicto político, aunque en el futuro la situación 
se manifestó nuevamente. 

Ese mismo año comenzó a publicarse El Araucano, medio de prensa que expresaba las 
políticas del gobierno conservador. Su principal redactor durante muchos años fue el sabio 
Andrés Bello. En su primer número, de septiembre de 1830, señaló que no ingresaría en peleas 
de partido. Sin embargo anunciaba que muchos «consideraban a Chile en estado de desaparecer 
de la lista de las naciones americanas», por lo que valoraba el nuevo orden de cosas, pues se 
había pasado «de la guerra más desastrosa a la paz más imperturbable». En un número de 
noviembre valoraba especialmente la figura del general Joaquín Prieto, que comenzaba a ser una 
personalidad prominente en el plano militar y en el político. 

En medio del vacío de poder que se había generado por el conflicto armado, el vicepresidente 
Vicuña y sus ministros partieron a Valparaíso y más tarde a Coquimbo, donde fueron apresados. 
En estas circunstancias, el poder empezó a cambiar de manos hacia los pelucones: Francisco 
Ruiz Tagle asumió como presidente provisorio, pero apenas estuvo en el gobierno entre enero y 
abril y luego renunció. Asumió en su lugar José Tomás Ovalle, hasta entonces vicepresidente. 
Era evidente que la gran figura política seguía siendo el estanquero Diego Portales. Así lo 
reflejaba un verso que hizo correr por entonces José Joaquín de Mora: 


El uno subió al poder 
con la intriga y la maldad 
y al otro sin saber cómo 
lo sentaron donde está. 
El uno cubiletea, 

el otro firma no más: 

el uno se llama Diego, 

el otro José Tomás. 


Portales era, en realidad, el hombre clave. Mister White, el vicecónsul británico en Chile, 
estimaba a mediados de 1830 que no sólo había sido el primero en fomentar la revolución, su 
principal director en todas las etapas y que había gastado su propia fortuna en la lucha, sino 
también el hombre que orientaba todas las decisiones del gobierno. El propio Portales habría 
autorizado a White a transmitir a Su Majestad la convicción que habría tenido la clase 
gobernante chilena por entonces: «Que el país no puede permanecer sin disturbios bajo una 


forma de gobierno republicana, y que la única manera de asegurar el respeto hacia él [Chile] 
tanto al interior como en el extranjero sería asumiendo un gobierno monárquico» (Valparaíso, 30 
de junio de 1830). 

En diversas cartas, el general Joaquín Prieto, vencedor militar de la guerra civil, reconocía el 
liderazgo de Diego Portales y abrigaba esperanzas de que asumiera responsabilidades mayores 
en la organización del país: «Convénzase que Ud. es la columna más firme de este grande 
edificio que vamos a levantar, y que si Ud. falta va todo a tierra» (julio de 1830). «No haremos 
otra cosa nunca que lo que Ud. como el principal arquitecto nos diga que conviene al bien y 
prosperidad de la República y nuestra común seguridad» (septiembre de 1830). A la petición de 
Portales de que fuera Prieto quien asumiera el gobierno, el general respondía que era necesario 
conservar el liderazgo dentro del ejército, porque eso era clave a causa de los enfrentamientos 
vividos y la situación especial del sur del país. 

La renuncia y muerte de José Tomás Ovalle (marzo de 1831) crearon cierta inquietud respecto 
de la situación del país. Lo reemplazó en el cargo Fernando Errázuriz, pero lo esencial radicaba 
en decidir una fórmula permanente de gobierno, tanto en las personas como en el ordenamiento 
constitucional. No estaba claro dentro del sector conservador quién asumiría la primera 
magistratura, ya que había varios nombres posibles para tal función. Desde luego, seguían 
activos los o'higginistas, cuya tenaz decisión era asegurar el gobierno para el Libertador, una vez 
que regresara de su exilio peruano. También se barajaba el nombre de Portales, cuyo liderazgo 
era prácticamente indiscutible, según se ha señalado. Finalmente emergía la figura del general 
Joaquín Prieto. 

Prieto tenía una trayectoria «civil» o política bastante destacada en la década de 1820. En 1823 
había sido elegido senador, en 1824 y en 1828 fue miembro de la Asamblea Constituyente; en 
1829, nuevamente miembro de la Cámara Alta. Como militar también había desarrollado una 
carrera brillante, participando en las campañas de la independencia, asumiendo tareas de mando 
y ascendiendo hasta las responsabilidades más altas dentro del ejército: mariscal de campo en 
1822 y finalmente general en 1827. A partir de 1830, su calidad de militar y dirigente político lo 
llevaron al gobierno en 1831. 

Sin duda su mayor prestigio para la silla presidencial era el haber puesto fin a la guerra civil 
con su victoria en Lircay. Con ello se acababa también la década de 1820, marcada por 
interesantes dualidades que definirían la política chilena: mezcla de anarquía con ensayos de 
organización republicana; intenciones de crear gobiernos civiles combinados con la constante 
presencia del ejército en la política; surgimiento de diferentes ideas de gobierno que se 
combinaban con una realidad práctica muy distante de las propuestas; predominio claro de 
Santiago, con esfuerzos de las provincias por lograr un pacto más favorable a ellas y beneficioso 
para la sociedad en general. Precisamente una de las virtudes de Prieto era su vinculación con 
Concepción. Pero si aquélla fue una época de contradicciones, también fue una etapa de 
nacimiento de fórmulas de organización que perdurarían en el tiempo (el presidente de la 
República, el Congreso Nacional bicameral, la estructura del poder judicial); la clausura 
definitiva de la independencia (a través de la incorporación de Chiloé) y el desarrollo de un 
sentimiento americanista importante (claramente demostrado en la Expedición Libertadora del 
Perú). 

Chile era un país que pronto demostraría una historia inversa, con mayor continuidad 
institucional y estabilidad que los demás países del continente, al punto que el cónsul británico 
en Valparaíso podía declarar sin ambages, en 1834, que Chile comenzaba a ser la excepción en el 


concierto sudamericano, por el orden y estabilidad que parecían reinar en el país. 
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